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Referencia: Informe de ponencia para primer debate Proyecto de Ley Estatutaria número 78 de 2014 Senado, por la cual se modifican los artículos 15 y 16 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia.
SÍNTESIS DEL PROYECTO
A través de este proyecto de ley se crea cuatro salas de descongestión para la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que funcionaran por el término de ocho (8) años, compuestas cada una por tres Magistrados, que no harán parte de la sala plena de la Corte.
TRÁMITE DEL PROYECTO
Origen: Congresional.
Autor: Bancada del Partido de la U, Senado de la República y Cámara de Representantes.
Proyecto publicado: Gaceta del Congreso número 446 de 2014.
COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN 
DE PONENCIA
Mediante comunicación de 4 de septiembre de 2014 y notificada el mismo día, conforme a lo expresado en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, fui designado ponente del Proyecto de Ley Estatutaria número 78 de 2014 Senado.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO
El proyecto de ley está integrado por tres (3) artículos descritos a continuación:
	Artículo 1°.
 
	Establece que adicional a los 23 magistrados que conforman la sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, habrá Magistrados de Descongestión para la sala de casación laboral.

	Artículo 2°.
	Consagra que por el término de ocho años funcionarán cuatro salas de descongestión compuestas cada una por tres magistrados, que no harán parte de la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia.

	Artículo 3°.
	Establece la vigencia.


 
COMENTARIOS DE LOS PONENTES
De acuerdo con la Cumbre Judicial Iberoamericana, el Derecho de Acceso a la Justicia es un derecho fundamental que tiene toda persona para acudir y promover la actividad de los órganos encargados de prestar el servicio público de administración de justicia, con la finalidad de obtener la tutela jurídica de sus intereses a través de una resolución pronta, completa e imparcial[1][1], este derecho es protegido por los instrumentos internacionales de protección de los Derechos Humanos ratificados por Colombia y esta protección se replica en diferentes disposiciones constitucionales.
El artículo 10 de la Declaración de los Derechos Humanos consagra que Toda persona tiene derecho, en condiciones de igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.
El artículo 25 de la Convención de Derechos Humanos establece que Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otra índole.
El artículo 14 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos determina que Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tiene derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial establecido por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para cualquier determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil.
Por su parte la Constitución Política de Colombia consagra en los artículos 29, 30, 89, 116 y 228 el derecho de acceso a la justicia para todas las personas, en igualdad de condiciones, como una manera de dotar de eficacia y lograr el reconocimiento de los derechos reconocidos a través de la misma Constitución Política.
Así las cosas, el derecho de acceso a la justicia puede ser visto desde tres aspectos, el acceso propiamente dicho, que las sentencias estén fundamentadas en el derecho y que los casos se resuelvan de una manera pronta y cumplida.
En este orden de ideas, debe el Estado colombiano garantizar la aplicación efectiva del derecho de acceso a la justicia y propiciar que quienes acuden a la jurisdicción puedan ver resuelto su conflicto en el menor tiempo que sea posible.
En la búsqueda de la agilidad de los procedimientos se han creado juzgados adjuntos y salas de descongestión en los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, lo que ha generado que la congestión se traslade a la sala de casación laboral de la Corte Suprema de Justicia, toda vez que esta Sala no cuenta con ninguna medida de descongestión.
En el Acuerdo número PSAA13-9991 de septiembre 26 de 2013, del Consejo Superior de la Judicatura, se fijó como meta para las salas laborales de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial proferir 35 sentencias al mes y en procesos ejecutivos laborales 30 sentencias al mes, por encima de las demás salas a las que se les fijó la meta de 25 sentencias por mes, razón por la cual han sido más los recursos extraordinarios de casación que han llegado a la sala laboral, frente a los que llegan a las demás salas.
Adicionalmente, de acuerdo con un estudio de la Corporación Excelencia en la Justicia en relación con el número de expedientes que hay en cada una de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, se llegó a la conclusión que ¿si bien las tres Salas de la Corte Suprema concentran un significativo cúmulo de procesos en su inventario ¿especialmente si se tiene en cuenta la proporción entre el mismo y el número de Magistrados¿, la mayoría de expedientes represados efectivamente se concentra en la Sala Laboral. Lo más preocupante es que, mientras que la Sala Civil registra una tendencia hacia la reducción de procesos represados y la Sala Penal, pese a haber pasado por un incremento, se mantiene en niveles razonables de carga por Magistrado en comparación con la primera; en la Sala Laboral se ha evidenciado un aumento, tanto de los inventarios totales como de la carga por cada despacho[2][2]¿.
Este estudio fue graficado así:
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De lo dicho hasta aquí se puede concluir que es necesario que se tomen medidas que de manera eficaz contribuyan a la descongestión de los procesos que se tramitan en la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que como se pudo observar es una de las Salas más congestionadas de la Corte y recibe constantemente nuevos expedientes provenientes de las primeras instancias de los procesos, en las que ya se aplicaron medidas de descongestión, razón por la cual las medidas de descongestión que se deben tomar ahora, y con ocasión de este proyecto de ley, están encaminadas a contribuir a que se agilice la resolución de los litigios que se tramitan en la máxima instancia de la jurisdicción ordinaria laboral.
PROPOSICIÓN
Por las anteriores consideraciones, me permito solicitar a los miembros de la Comisión Primera Constitucional del Senado de la República, dar primer debate al Proyecto de Ley Estatutaria número 78 de 2014 Senado, por la cual se modifican los artículos 15 y 16 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, en el texto del proyecto original.
Cordialmente,
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[1]        www.cumbrejudicial.org
[2]        www.cej.org.co/congestionsalalaboral
